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     Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados


Ref.: Proyecto de Ley estableciendo obligatoriedad de exhibir cartel en comercios 
que provean el servicio de carga de crédito virtual donde se informe
que el cobro de sumas adicionales es práctica abusiva sancionada 
por las leyes de Defensa del Consumidor.
EL H. SENADO Y LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY

OBLIGATORIEDAD DE EXHIBICIÓN DE CARTEL EN COMERCIOS QUE PROVEAN
EL SERVICIO DE CARGA DE CRÉDITO VIRTUAL

Artículo 1º: Se reconoce el carácter de "práctica abusiva" contraria a la ley de defensa del consumidor, de lealtad comercial y defensa de la competencia el cobro de adicionales o la exigencia de la compra de un producto por el hecho de recibir la prestación del servicio de carga en teléfonos celulares, en las tarjetas SUBE y en todo tipo de tarjetas de sistema de recarga virtual existentes o que se implementen en el futuro.
Artículo 2º: Todos los comercios ubicados en la provincia de Buenos Aires que provean el servicio de carga de crédito virtual en teléfonos celulares o en tarjetas SUBE (Sistema Único Boleto Electrónico), deben exhibir un cartel, en un lugar visible al público al momento de efectuar el pago, cuyas medidas no serán inferiores a 21 centímetros por 29,7 centímetros (tamaño hoja A4), con la siguiente leyenda:
“Señor Usuario:

Cobrar adicionales o exigir la compra de un producto por la prestación del servicio de carga de crédito en teléfonos celulares o en la tarjeta SUBE es una PRÁCTICA ABUSIVA que transgrede lo establecido en la Ley Nacional N° 24.420 y la Ley Provincial Nº 13.133 de Defensa del Consumidor.
Puede informar este tipo de conducta comercial inadecuada en la Oficina Municipal de Información al Consumidor (OMIC) o ante la Dirección Provincial de Comercio completando el formulario del sitio:  http://www.defensaconsumidor.gba.gov.ar/ o comunicándose al número telefónico gratuito: 0800-222-9042.”
Artículo 3º: Sanciones. Verificada la existencia de infracción a la presente ley, son de aplicación las sanciones previstas en según el marco sancionatorio dispuesto en la Ley Nacional Nº 24.240 y en la Ley Provincial N° 13.133,  siendo de aplicación supletoria la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires –y sus leyes modificatorias-.
Artículo 4º: La Autoridad de Aplicación será determinada por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 5º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS
Esta iniciativa surge a partir de que se ha constatado que en distintas ciudades de nuestra provincia y a través de varios comercios, se efectúa el cobro adicional en concepto de recarga de tarjetas telefónicas, de sistemas de telefonía celular prepagos y en las tarjetas SUBE y que ese plus que deben pagar los clientes de los comercios constituye una “maniobra ilegal”.
Las denuncias y quejas de los usuarios van en aumento por el cobro adicional de 1, 2 y hasta 3 pesos por cada carga y, en igual sentido, se han expresado las asociaciones que nuclean a los consumidores y usuarios.
El presente proyecto tiene también por objeto informar  a los  usuarios que el cobro de adicionales o la exigencia de compra de un producto por parte del proveedor del servicio de carga de crédito virtual, constituye una práctica abusiva que menoscaba su derecho a un trato digno y equitativo.

Es así que en el artículo 8 bis de la Ley Nacional de Defensa del Consumidor (Ley 24.240- Art. 8 bis.- Trato digno. Prácticas abusivas) se establece que "… Los proveedores deberán garantizar condiciones de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y usuarios. Deberán abstenerse de desplegar conductas que coloquen a los consumidores en situaciones vergonzantes, vejatorias o intimidatorias…" A lo cual agrega "…Tales conductas, además de las sanciones previstas en la presente ley, podrán ser pasibles de la multa civil establecida en el artículo 52 bis de la presente norma, sin perjuicio de otros resarcimientos que correspondieren al consumidor, siendo ambas penalidades extensivas solidariamente a quien actuare en nombre del proveedor…"

Recientemente, la Defensoría del Pueblo de la provincia de Buenos Aires ha recomendado implementar instancias de diálogo entre los comerciantes y las empresas proveedoras de servicios de recarga de crédito para evitar el cobro de importes adicionales y que no se afecte en forma indebida la situación económicas de los usuarios de sistemas de recarga de tarjetas, que generalmente son los sectores más bajos de la pirámide social que quedan desprotegidos de sus derechos.


Cabe destacar que respecto de la tarjeta SUBE por la que se apunta a resolver las dificultades que ofrecía el tradicional modo de pago a través de monedas y facilitar los accesos a los servicios públicos de transporte de pasajeros, el Ministerio del Interior y Transporte de la Nación a través de la página web del Sistema Único de Boleto Electrónico informa que el servicio de carga es gratuito.

Asimismo, en el pasado mes de marzo el Ministerio del Interior y Transporte anunció que sancionaría a los comercios, especialmente kioscos, que cobren dinero adicional por cargar la tarjeta Sube con multas y clausuras habilitando el 0800-777-7823 para hacer la denuncia. 

Asimismo, tener un teléfono móvil significa ser cliente de alguna de las empresas que prestan el servicio en el territorio nacional y, por lo tanto, poseedor de los derechos de consumidor amparados por la Ley Nacional 24.240, por lo tanto y de acuerdo a la normativa vigente, bajo ninguna circunstancia el usuario debe abonar recargo alguno por la compra de tarjetas prepagas sino exactamente el importe nominal que figura en las mismas, como así también en las cargas virtuales se debe abonar sólo el valor que solicita para la recarga.
También es cierto que se deben contemplar los argumentos de los comerciantes en el sentido de la exiguas ganancias que les proporciona el servicio de carga de tarjetas virtuales, pero en todo caso ello debe generar mecanismos de negociación con las empresas y el gobierno y no afectar el bolsillo de los sectores de menores ingresos de la población que son los usuarios mayoritarios de este tipo de sistemas.

Por ello, entendemos que se debe establecer en forma clara y por Ley lo solicitado en la parte resolutiva del presente proyecto.
Al respecto, cabe señalar que con similar espíritu, la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sancionado en el año 2014 la Ley N° 4.801, que se ha tomado como antecedente normativo para la redacción de la presente propuesta legislativa.
Por todo lo expuesto, agradezco a los señores legisladores su voto positivo para la sanción como Ley de este proyecto.
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